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RReeffeerreenncciiaa::      VVeerrbbaall  

Demandante:  ORLANDO RODRIGUEZ MARTINEZ 

Demandado:  BANCOLOMBIA S.A. 

Decisión:  Confirma auto 

Radicado:  05001 31 03 012 2021 00055 02 

Auto nro:  092 

 

 

   DDIISSTTRRIITTOO  JJUUDDIICCIIAALL  DDEE  MMEEDDEELLLLÍÍNN  

      TTRIBUNAL SUPERIOR 

   SALA UNITARIA DE DECISIÓN 

   Medellín, doce de septiembre de dos mil veintidós. 

 

Procede esta Sala a resolver el recurso de apelación interpuesto por 

el apoderado judicial de la parte demandante, contra la providencia 

emitida el 13 de junio de 2022, por el JUZGADO DOCE CIVIL DEL 

CIRCUITO DE ORALIDAD DE MEDELLIN, mediante el cual se 

DENIEGA LA PRÁCTICA DE UNAS PRUEBAS, dentro del proceso 

verbal instaurado por ORLANDO RODRIGUEZ MARTINEZ en contra 

de BANCOLOMBIA S.A., SEGUROS DE VIDA SURAMERICANA S.A. 

 

ANTECEDENTES: 

 

En el proceso verbal de la referencia, en auto del 13 de junio de 

2022 se procedió a decretar las pruebas solicitadas por las partes, 

providencia en la que se denegó a la parte demandante conceder 

más tiempo para la presentación del dictamen pericial, tras 

considerarse por parte del Juzgador que el término no era ilimitado. 
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Inconforme con dicha decisión, el apoderado de la parte 

demandante interpuso el recurso de reposición y en subsidio el de 

apelación, negando el horizontal y concediendo el de alzada. 

 

Sustenta el inconforme su solicitud arguyendo que las normas 

invocadas por la Juez no tienen el alcance restrictivo del acceso a la 

Administración de Justicia que la misma ha pretendido atribuirles; 

afirmó que de acuerdo con lo reglado en el inciso final del Art. 227 

del C. G. del P. y al Art. 229 ejusdem cuando el demandante haya 

solicitado amparo de pobreza el juez procederá de oficio o a 

petición del amparado al decreto de la citada prueba; insistió que al 

descorrer el traslado de las excepciones propuestas solicitaron y 

aportaron pruebas que no fueron tenidas en cuenta por el despacho 

al momento de su estimación, tales como la del decreto de un 

dictamen pericial para determinar los daños y perjuicios de todo 

orden; además debió tenerse en cuenta la tacha por sospecha 

presentada respecto de Liliana Stella Granados Sabogal, debió ser 

tenida en cuenta; finalmente y acorde con el Art. 42 y las normas 

que la complementan solicitó reconsiderar la presencialidad 

dispuesta para la celebración de la audiencia programada para el 6 

de octubre de 2022. Por lo anterior solicitó se revoque la decisión.  

 

Una vez corrido el traslado establecido en el artículo 326 ejusdem, 

la parte demandada se pronunció, solicitando se mantenga la 

decisión recurrida. Una vez recibido el expediente en esta 

Corporación, resulta preciso anotar que en sede de segunda 

instancia, lo procedente es dar aplicación a lo dispuesto en el inciso 

segundo del artículo 323 del Código General del Proceso, el cual 

respecto al trámite de la apelación de autos dispone que: “Si el juez 

de segunda instancia lo considera inadmisible, así lo decidirá en auto; en caso 

contrario resolverá de plano y por escrito el recurso”, razón por la cual 
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al no advertirse la existencia de alguna causal de inadmisión del 

recurso, se procederá de plano a su resolución. 

 

Siendo la oportunidad para resolver a ello se procede previas las 

siguientes, 

 

CONSIDERACIONES 

 

Ha sostenido la doctrina que: “[en] los distintos ordenamientos, que se 

refieren a la prueba judicial está la idea de que en el proceso se pretende 

establecer si determinados hechos han incurrido o no y que las pruebas sirven 

para resolver el problema…”1. 

 

De ahí que la prueba sea de vital importancia para demostrar los 

hechos objeto de la litis, toda vez que al fallador le está prohibido 

basarse en su propia experiencia para dictar sentencia, pues su 

decisión debe fundamentarse en las pruebas que han sido 

legalmente recaudadas y allegadas oportunamente al proceso, 

principio este contenido en el artículo 164 del C. General del P.  

 

A su turno, el artículo 168 ejusdem establece que para que la 

prueba sea procedente, debe revestir unas características, a saber: 

i) conducencia, ii) pertinencia y iii) utilidad. Sobre la primera de 

ellas, se sabe que está dada por la idoneidad legal que posee el 

medio probatorio para acreditar determinado hecho; la segunda, 

impone que el medio de convicción se relacione con el tema de 

prueba, esto es, que sirva al propósito de aclarar el objeto de 

discusión que suscita la controversia, y la última hace alusión a la 

necesidad de la prueba; es decir, que la misma sea provechosa o 

 
1 TARUFFO MICHELE, “LA PRUEBA DE LOS HECHOS” Ed. Trotta, 4ª Edición, 2011, Pág. 21 



 
 

 
 
 

Al servicio de la Justicia y de la Paz Social 
 

4 
05001310301220210005502 
JGRG 

 
valiosa para el proceso, de manera que toda probanza inocua, por 

bienhechora que sea, ha de rechazarse.  

 

Luego, el artículo 227 ibídem establece que “…La parte que pretenda 

valerse de un dictamen pericial deberá aportarlo en la respectiva oportunidad 

para pedir pruebas. Cuando el término previsto sea insuficiente para aportar el 

dictamen, la parte interesada podrá anunciarlo en el escrito respectivo y deberá 

aportarlo dentro del término que el juez conceda, que en ningún caso podrá ser 

inferior a diez (10) días. En este evento el juez hará los requerimientos 

pertinentes a las partes y terceros que deban colaborar con la práctica de la 

prueba”. Por su parte el artículo 229 reza que: “El juez de oficio o a 

petición de parte, podrá disponer de lo siguiente: 1. Adoptar las medidas para 

facilitar la actividad del perito designado por la parte que lo solicite y ordenar a la 

otra parte presentar la colaboración para la práctica del dictamen, previniéndola 

sobre las consecuencias de su renuncia. 2. Cuando el juez decrete de oficio o a 

petición de amparado por pobre, para designar el perito deberá acudir, 

preferiblemente, a instituciones especializadas públicas o privadas de reconocida 

trayectoria e idoneidad”. 

 

En el marco del sistema oral, el C. G. del P. adopta una orientación 

adversarial respecto de la prueba pericial. Así los rasgos que 

definen ese enfoque se pueden sintetizar2 así:  

 

1. Una regulación más detallada de los dictámenes presentados de 

manera unilateral, por peritos que han sido designados por las 

partes. 

 

2. La aportación de dictámenes de manera unilateral por las partes 

sería la regla general, mientras que el peritaje decretado de oficio 

la excepción. 

 

 
2 PARRA QUIJANO, Jairo, “CODIGOO GENERAL DEL PROCESO’, Pag, 304, 305 
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3. Sobre un mismo punto podrá presentarse más de un dictamen 

pericial, en la medida en que, cada parte podrá presentar el suyo 

respecto de cada hecho o materia. Asimismo, se espera que haya 

contradicción entre los peritajes aportados y que de esta dialéctica 

surjan luces para que el juez pueda apreciar adecuadamente los 

hechos relevantes del proceso. 

 

4. La eliminación de la lista oficial de peritos y en reemplazo, se 

establece un principio de libertad en la designación de personas 

naturales o jurídicas como peritos, siempre que estas cumplan con 

los criterios de idoneidad e imparcialidad. 

 

5. La contradicción del dictamen a través de dos mecanismos a 

saber: i) mediante la presentación de otro dictamen: y ii) mediante 

citación a la audiencia para ser interrogado, tanto por el juez como 

por la parte contra quien se aduce el peritaje. 

 

Bajo esta línea argumentativa se tiene que en este caso concreto la 

parte demandante en su líbelo demandatorio, en el acápite de 

pruebas solicitó: “Comedidamente me permito solicitar al Despacho decretar 

la realización de Peritaje y/o Prueba Pericial a fin de determinar y cuantificar los 

daños y perjuicios de todo orden, tanto materiales (Daño emergente y lucro 

cesante), como fisiológicos, morales (Subjetivos y objetivos) y a la vida de 

relación (Alteración grave de las condiciones de existencia), causados al 

Asegurado y a su familia por la negativa de parte de SURAMERICANA DE 

SEGUROS DE VIDA S. A. a pagar dentro de los términos de  Ley  el  siniestro  

legal  y  oportunamente  notificado  tanto  al  BANCO  como  a  la  misma;  así  

como de  la Culpa  en  la que  hayan  podido  incurrir  tanto BANCOLOMBIA S. A.  

y la ASEGURADORA demandada cómo sus colaboradores, dependientes y 

representantes en el trámite del mismo (…) Lo anterior, sin perjuicio de que 

dando aplicación a lo regulado por el inciso final del Artículo 227 del Código 

General del Proceso y al numeral 2 del Artículo 229 y siguientes Ibídem; teniendo 

en cuenta que el  (la)  Demandante  ha  solicitado  y  justificado  ante  el  
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Despacho  de  Conocimiento  AMPARO  DE POBREZA, el (la) señor (a) Juez; 

proceda al Decreto de la (s) citada (s) prueba (s) y la Designación del (los) Perito 

(s) institucional (es) o profesional (es) especializado (s) y hacer los 

requerimientos pertinentes a las partes y terceros que deban colaborar con la 

práctica de la (s) misma (s).”. 

 

Con los anexos de la demanda, el pretensor solicitó, acorde con lo 

establecido en el Art. 151 del C. General del P., que le fuera 

concedido amparo de pobreza. Dicha petición fue aceptada en 

providencia del 10 de junio de 2021 y con ello el decreto de un 

dictamen pericial para que se avaluaran los perjuicios a él 

causados. 

 

Deviene de lo anterior, que la norma es clara cuando se trata del 

dictamen decretado de oficio, pues si bien es la excepción, la parte 

demandante cumple con los requisitos allí establecidos y es que se 

encuentre amparado por pobre, caso en el cual a solicitud de este 

decretará el dictamen solicitado acorde con lo establecido en el Art. 

230 y siguientes del Estatuto Procesal Civil.  

 

De manera que, para esta Corporación es claro que la prueba como 

fue solicitada cumplía con los preceptos excepcionales para que el 

Juez de Conocimiento accediera a ello, debiéndose respecto de este 

tópico revocar la providencia motivo de impugnación. 

 

Ahora bien, respecto de los demás motivos de inconformidad los 

mismos considera este despacho no que no son de recibo debido a 

que acorde con lo establecido en el inciso 2º del Art. 211 el juez la 

resolverá al momento de dictar sentencia. De otro lado será en la 

audiencia de que trata el Art. 372 que se tendrán en cuenta los 

documentos aportados y no antes. Así resultó también atinado lo 

indicado por la funcionaria de primer grado, al indicar que la 
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audiencia se haría en forma mixta, esto es, presencial y virtual para 

los que no pudieren acudir a la sede judicial. 

 

Corolario de lo expuesto, la decisión del Juez de primer grado será 

revocada parcialmente, y en su lugar, se DECRETA el dictamen 

solicitado por la parte demandante en su líbelo demandatorio y en 

el escrito mediante el cual cumple requisitos. La Juez de Instancia 

nombrará al perito respectivo para lo de su cargo y dará 

cumplimiento a lo establecido en el Art. 230 del C. General del P. 

 

 

DECISIÓN: 

 

 

En mérito de lo expuesto, LA SALA UNITARIA DE DECISIÓN 

CIVIL, DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE MEDELLÍN, 

 

 

RESUELVE: 

 

 

PRIMERO.  REVOCAR parcialmente el auto de fecha y procedencia 

indicado en la parte motiva de esta providencia, y en su lugar, se 

DECRETA el dictamen solicitado por la parte demandante en su 

líbelo demandatorio y en el escrito mediante el cual cumple 

requisitos. La Juez de Instancia nombrará al perito respectivo para 

lo de su cargo y dará cumplimiento a lo establecido en el Art. 230 

del C. General del P. 
 

 

SEGUNDO: Sin condena en costas en esta instancia 
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TERCERO.   Para los efectos del inciso final del artículo 323 del C. 

G del P.  se ordena comunicar lo decidido.  

 

N O T I F Í Q U E S E  

 

  
JJOOSSEE  GGIILLDDAARRDDOO  RRAAMMIIRREEZZ  GGIIRRAALLDDOO  

Magistrado 


